
 

 

CORTE SUPREMA 
 

Caratulado: 

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX CON 

XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX. 

 
24-07-2018 

 
CUARTA, MIXTA 

 

 
(FAMILIA) CASACIÓN FONDO 

 
DESESTIMA CASACION EN EL FONDO (M) 

 
C.A. de Iquique 

Ministro no Identificado 

134-2017 

Rol: 

769-2018 

 
XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX CON XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX: 

24-07-2018 ((FAMILIA) CASACIÓN FONDO), Rol N° 

769-2018. En Corte Suprema. Fecha de consulta: 07-10-2025 

Fecha de 

sentencia: 

Sala: 

Materias: 

Recurso: 

Resultado 

recurso: 

Corte de origen: 

Ministro 

Redactor: 

Rol Corte 

Apelaciones: 

 
Cita bibliográfica: 

 



Documento generado el 07-10-2025 

a las 15:42 hrs. 
https://juris.pjud.cl Página 2 

 

 

 
 
 

 
Santiago, veinticuatro de julio de dos mil dieciocho. 

 

 
Vistos: 

En autos número de RIT F-246-2017, caratulados “XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX con 

XXXXXXXXXXXXXXXXXX”, seguidos ante el Juzgado de Familia de Iquique, por sentencia de treinta y 

uno de octubre último, se rechazó la denuncia principal de violencia intrafamiliar y se acogió la 

reconvencional, condenándose a XXXXXXXXXXXXXX al pago de una multa a beneficio del Gobierno 

Regional de Tarapacá ascendente a la suma equivalente a cinco unidades tributarias mensuales. 

Además, se le impuso las medidas accesorias contempladas en las letras b) y d) del artículo 9 de la 

Ley N° 20.066, esto es, la de prohibición de acercarse a la víctima, a su domicilio particular, lugar de 

trabajo como a cualquier lugar al que concurra o visite habitualmente, por el término de seis meses, 

bajo apercibimiento del artículo 10 de la citada ley, debiendo velar Carabineros de la 1ª Comisaría de 

Iquique por su cumplimiento, y la de ingreso obligatorio a un tratamiento psicológico destinado a 

prevenir y erradicar patrones de violencia en la pareja, por el plazo mínimo de seis meses, sin perjuicio 

de las prórrogas por recomendación de los profesionales tratantes, debiendo gestionarse la atención 

por el condenado y a su costa; que fue confirmada por una sala de la Corte de Apelaciones de Iquique, 

por sentencia de catorce de diciembre último. 

 
En contra de la última decisión el condenado dedujo recurso de casación en el fondo, acusando la 

vulneración de lo dispuesto en los artículos 32 de la Ley N° 19.968 y 5 de la Ley N° 20.066, y solicita 

que se lo acoja y se la anule, acto seguido, separadamente y sin nueva vista, se dicte la de reemplazo 

que acoja su denuncia de violencia intrafamiliar y desestime la de la contraria. 

 
Se trajeron los autos en relación. 

 

 
Considerando: 
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1° Que el recurrente menciona los medios de prueba que se presentaron para acreditar los hechos de 

prueba fijados por el tribunal, y afirma que la sentencia impugnada interpreta erradamente lo que 

dispone el artículo 5 de la Ley N° 20.066, específicamente, al determinar lo que entiende por 

"afectación de la integridad psíquica" de la víctima, realizando una distinción entre lesión y secuela 

psíquica que el legislador no ha realizado, y restándole, de esta manera, significación a los hechos de 

violencia intrafamiliar denunciados, como también a los trastornos de índole psicológicos que 

actualmente sufre al haber sido víctima de violencia intrafamiliar. 

 
Luego indica los hechos que se tuvieron por acreditados, a saber, que la denunciada espió sus 

conversaciones interviniendo el programa de mensajería WhatsApp, y que lo mandó seguir para 

fotografiarlo en posibles escenarios de infidelidad; que en el contexto del término de la relación de 

pareja, buscó y enfrentó a la mujer a la que sindicaba como su amante, golpeándola y gritándole; que 

tras el cese de la misma, concurrió en un auto a un local nocturno en que se encontraba con un amigo, 

casi atropellando a éste; y que se infirió que se acreditaron acciones que pueden ser constitutivas de 

violencia intrafamiliar ejercidas por ella al término de la relación sentimental que los unió, pero, se 

desestimó la denuncia principal por carecer los hechos de significación suficiente para producir 

menoscabo psicológico, por lo que no es posible encuadrarlos dentro del artículo 5 de la Ley N° 

20.066. 

 
Sin embargo, afirma, que se acreditó con la prueba que indica que porta un cuadro compatible con 

trastorno depresivo y del sueño, estrés postraumático, disfunción familiar y duelo por estar vivenciando 

una ruptura matrimonial traumática, lo que genera angustia y vulnerabilidad emocional por las acciones 

hostiles y de persecución de su cónyuge; y que los actos de violencia intrafamiliar sufridos se 

presentaron durante toda la relación matrimonial, incrementándose el grado de los mismos al momento 

de su ruptura, que se produjo por la relación sentimental que ella mantuvo con un amigo cercano de 

ambos, y que dio origen a la demanda de divorcio culposo que es ventilada en autos rol C-565-2017 

del Juzgado de Familia de la ciudad de Iquique; en razón de lo anterior, se conculcó la citada 

disposición. 
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Tratándose de lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley N° 19.968, sostiene que se desatendieron los 

principios de la sana crítica, pues en la sentencia impugnada se afirma que se acreditaron los actos de 

violencia intrafamiliar a que se refiere la denuncia reconvencional, los que son catalogados de graves y 

de "larga data", omitiéndose “antecedentes jurídicos fácticos y medios de pruebas que NO constan en 

el proceso y que tampoco existen con anterioridad ni en sede penal ni mucho menos en sede 

familia”(sic), agravándose aún más la situación al fundarse dicha conclusión, entre otros, en el hecho 

que la denunciante es paciente de doña María Paz Valdivia, médico psiquiatra, desde el año 2010, no 

obstante que ante la trabajadora social del Servicio Médico Legal expresó que inició el tratamiento 

psiquiátrico en el año 2009, por todas las infidelidades del cónyuge y no por algún tipo de agresión, por 

lo tanto, se puede desprender que desde esa fecha tenía rasgos de inseguridad y celopatía, lo que se 

reafirma con lo que reconoció, en cuanto que hackeó el WhatsApp de su cónyuge y le pidió a un 

tercero que lo siguiera para reunir pruebas y confrontarlo por las supuestas infidelidades, lo cual 

además de ser un hecho reprochable moralmente es también una clara vulneración de la garantía 

constitucional establecida en el artículo 19 Nº 5 de la Constitución Política de República, que consagra 

el derecho de toda persona a la inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada. 

Entonces, como ninguna de las pruebas aportadas fue examinada de la manera debida, se contravino 

el mentado artículo. 

 
Agrega que es procedente mencionar la compleja historia personal de vida y familiar de la denunciante 

reconvencional, que relató a su perito particular señora Giannoni Theoduloz, que se pasó por alto, en 

orden a que los hermanos de su madre eran adictos a las drogas y delincuentes, que pasaban 

periodos frecuentes en su hogar, lo que era permitido por su madre, razón por la cual se generó en ella 

una situación de desamparo; y que a la edad de 13 años comenzó una relación de convivencia con el 

padre de sus hijos mayores, lo que no le permitió desarrollarse ni vivir sus etapas de manera adecuada 

para su edad, justamente por la carencia afectiva que se evidencia de sus dichos. Entonces, no 

necesariamente el daño psicológico que sufre se debe a los supuestos malos tratos que denuncia, ya 

que fue cuidada, protegida, rescatada de un mundo negativo y dado una nueva vida junto a sus hijos 

que fueron traídos desde Colombia y criados sin distinción alguna. 
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Añade que tampoco se consideró el relato que la denunciante realizó a la psicóloga particular y al 

perito del Servicio Médico Legal, referido a cómo conoció a su cónyuge, ni las conclusiones a las que 

arribó el perito de dicho servicio y a las que alude de manera pormenorizada, que evidencia su carácter 

y su forma de manipular las situaciones y que explicaría las incongruencias de lo manifestado a los 

distintos peritos; de lo que se puede concluir que no existe la situación de sumisión que se expresó en 

la denuncia por el supuesto control que se ejercería sobre ella en cuanto a su vestimenta, su libertad 

personal como económica, ya que es quien mantiene un rol dominante en la relación conyugal, 

controlando la vida de su cónyuge. 

 
Luego explica cómo los errores de derecho que denuncia influyeron substancialmente en lo dispositivo 

de la sentencia impugnada, y solicita que se acoja el recurso y se la anule, acto seguido, sin nueva 

vista y separadamente, se dicte la de reemplazo que acoja su denuncia de violencia intrafamiliar y 

desestime la de su cónyuge; 

2° Que los jueces del fondo tuvieron por asentados los siguientes hechos: 

-Las partes iniciaron una relación de convivencia en el 2008, año en que tuvieron un hijo, y contrajeron 

matrimonio en el 2011; y la cónyuge como el grupo familiar dependían económicamente del marido, de 

profesión médico radiólogo. 

 
-La pareja vivió una problemática relacional y de maltrato de larga data, sometiéndose la cónyuge a 

terapias desde abril de 2010, y uno de los motivos del conflicto era la forma en que ella se vestía y 

comportaba. 

 
-La cónyuge no tiene más familia en Chile que aquella que conformó con su cónyuge e hijo, y tiene dos 

más de una relación anterior habida en Colombia, quienes actualmente viven con ella, uno de los 

cuales mantuvo problemas con el denunciado, quien exigió su regreso a Colombia; espió las 

conversaciones de su cónyuge interviniendo el programa de mensajería WhatsApp, y lo mandó seguir 

para fotografiarlo en posibles escenarios de infidelidad; en el contexto del término de la relación de 

pareja buscó y enfrentó a la mujer a la que sindicaba como amante de su cónyuge, golpeándola y 

gritándole; y tras su conclusión concurrió a un local nocturno en que aquél se encontraba junto a unos 
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amigos, presionándolo a hablar para arreglar la situación, insistencia que implicó un altercado posterior 

en el que lo siguió, también a un amigo, a bordo del auto que conducía, casi atropellando a este último. 

 
-La cónyuge, por la actitud de su consorte, quedó aislada socialmente y sujeta a la obligación de 

requerirle autorización para salir con sus amigas, también a situaciones manifiestas de dominio, pues 

debía atenderlo personalmente cuando llegaba al hogar a almorzar, siendo reprendida si no daba 

cumplimiento. Asimismo, la controlaba de manera permanente en cuanto a la forma de vestirse, de 

hablar y de relacionarse en la sociedad, no siéndole permitido expresarse, comportarse conforme a su 

temperamento y personalidad, sino de acuerdo a las imposiciones de él. 

 
-El cónyuge hizo abandono del hogar común en el mes de febrero de 2017 en un contexto de 

discusiones y problemas generados por el término de la relación de pareja y acusaciones de mutua 

infidelidad. 

 
-No se acreditó que la cónyuge golpeó e insultó al marido para evitar el fin de la relación, tampoco que 

lo acosó y hostigó, ya sea telefónicamente o presencialmente en el gimnasio al que asiste, o que 

merodeara los alrededores de su domicilio. 

 
-No se probó que el consorte presentara daño psíquico con motivo de los hechos denunciados; pero la 

cónyuge sí evidenció daño psicológico de larga data. 

 
Luego tuvieron presente lo que dispone el artículo 5° de la Ley N° 20.066, como lo dicho por esta Corte 

en sentencia dictada en los autos número de rol 24.096-2015, a propósito del concepto de violencia 

intrafamiliar, concluyendo que para sancionar al presunto agresor es preciso que se acrediten los 

hechos en que se funda la denuncia, para en seguida determinar si pueden ser subsumidos en el 

supuesto legal de la citada norma, analizando si existe afectación a la integridad física y síquica de 

quien aparece como víctima. Desde la perspectiva conceptual, y tratándose de la violencia en la pareja, 

señalaron que las relaciones familiares violentas muestran determinadas pautas organizadas de 

interacción que permiten categorizarlas en tres formas básicas, cada una de las cuales se manifiesta 
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de manera particular: Violencia Agresión que se caracteriza por estar sostenida sobre una pauta 

simétrica de violencia bidireccional, en que la identidad y autoestima de cada actor está preservada; 

Violencia Castigo que se construye sobre la base de una relación asimétrica en la cual una de las 

partes aparece como el agente dominador de la relación y es quien ejerce dominio y sufrimiento sobre 

el otro, quien acepta tal dominancia y sufrimiento por considerar que no tiene alternativa, sosteniendo 

ambos estrategias de ocultamiento hacia el entorno social, en que el actor en posición alta manifiesta 

una mínima conciencia de la violencia y un confuso sentimiento de culpabilidad; y la Violencia 

Episódica o Reactiva que se caracteriza por la ausencia de una pauta estable de relación violenta, se 

presentan episodios de violencia ligadas a situaciones de crisis, entre ellos, el término de la relación 

afectiva, existiendo en las partes una preocupación por el daño que se puede haber causado a la 

familia, lo que se acompaña con el deseo de reparación afectiva. 

 
Entonces, considerando los hechos asentados precedentemente, estimaron, en cuanto a la denuncia 

principal, que se configuraron acciones que pueden ser constitutivas de violencia intrafamiliar ejercidas 

en contra del cónyuge al término de la relación sentimental. Tratándose de la denuncia reconvencional, 

sobre la base de los presupuestos fácticos señalados, dieron por establecida una dinámica de pareja 

marcada por la disminución del libre desarrollo de la personalidad y autonomía de la denunciante, a 

partir, principalmente, de la especial posición de poder que el marido tenía sobre ella por su situación 

de vulnerabilidad económica y familiar, determinada en gran parte por su calidad de migrante, sin 

relaciones sociales significativas ni redes de apoyo de relevancia en el país; circunstancias que 

estimaron que no pueden ser normalizadas ni minimizadas, pues son manifestaciones propias de la 

violencia de género o violencia en contra de la mujer basada en estereotipos sobre los atributos que 

debe reunir y el rol que le toca cumplir en la sociedad y dentro de una relación de pareja, que le 

impiden el pleno ejercicio de su autonomía personal amparada y protegida por la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y la Convención sobre 

la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. 

 
Enseguida, se abocaron a analizar si los hechos pueden ser enmarcados dentro del presupuesto 

normativo que fija la Ley N° 20.066, considerando que el artículo 5° exige que el maltrato afecte "la 



Documento generado el 07-10-2025 

a las 15:42 hrs. 
https://juris.pjud.cl Página 8 

 

 

integridad física o psicológica" de la víctima; que se verá afectada en la medida que el maltrato 

provoque un daño psíquico, que, conforme a la terminología jurídica forense, puede adoptar dos 

formas: lesión psíquica, que hace referencia a una alteración clínicamente significativa que afecta en 

mayor o menor grado la adaptación de la persona a los distintos ámbitos de su vida, y secuela 

psíquica, que se refiere a la estabilización y consolidación de esos desajustes psicológicos durante un 

período más o menos prolongado de tiempo. 

 
Pues bien, considerando que la falta de daño en el denunciante no importa que los hechos que 

denuncia no hayan acontecido, o que no le hayan generado una determinada sintomatología ansiosa, 

infirieron que al no tener la relevancia o gravedad necesaria para generar una alteración psicológica 

notable, ni la cronicidad requerida para generar desajustes psicológicos, carecen de una significación 

suficiente para producir un menoscabo psicológico, por lo tanto, no siendo posible encuadrarlos dentro 

de la definición dada por el artículo 5° de la ley N° 20.066, rechazaron la denuncia principal. 

 
En lo que concierne a la denunciante reconvencional concluyeron que al presentar una afectación 

psicológica de larga data, a partir de los hechos acreditados de violencia familiar y de género, 

concurren los presupuestos a que alude la referida disposición, razón por la que hicieron lugar a la 

denuncia reconvencional, en los términos ya señalados; 

3° Que, en primer lugar, se impugna la decisión que desestimó la denuncia principal de violencia 

intrafamiliar acusándose sólo una errada interpretación de lo que dispone el artículo 5 de la Ley N° 

20.066, como se expuso en el motivo 1°. De la lectura de dicho precepto se aprecia que el concepto 

legal de violencia intrafamiliar es amplio ya que comprende todo agravio que afecte la vida o integridad 

física o psíquica de las personas que se encuentran atadas por los vínculos que señala, y que se 

devela por actos constitutivos de abusos reales de poder o maltrato –que puede ser físico, psicológico 

o emocional, económico y sexual- que se ejerce entre las personas que indica, esto es, de una en 

contra de la otra; y cubre las categorías de maltrato infantil, violencia conyugal y maltrato al adulto 

mayor. 

 
La violencia física se traduce en cualquier tipo de lesión no fortuita; la económica en el descuido o 
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negativa a contribuir a las necesidades básicas del otro, ejerciendo un abusivo e injusto control físico y 

mental utilizando el poder económico; la sexual obligando a la otra persona a ejecutar actos sexuales 

en contra de su voluntad; y la sicológica o emocional humillando, injuriando, descalificando, 

ofendiendo, y el designio del agresor es generar miedo en la víctima, manejar sus sentimientos, su 

forma de pensar, su conducta en general, siendo el común denominador producir un menoscabo del 

martirizado en su esfera espiritual. 

 
Por último, constituye maltrato al adulto mayor todo abuso físico, sicológico, financiero, sexual o 

abandono cometido a una persona anciana. Según el Servicio Nacional del Adulto Mayor, es cualquier 

acción u omisión que produce daño a una persona mayor y que vulnera el respeto a su dignidad y al 

ejercicio de sus derechos como persona (Court Murasso, Eduardo y Wegner Astudillo Verónika, 

Derecho de Familia, Legislación, Doctrina y Jurisprudencia, Abeledo Perrot, LegalPublishing Chile, 

2011, p.251-252). 

 
Entonces, no obstante tratarse de una noción amplia, no comprende cualquier tipo o acto de agresión, 

sino más bien aquellos insertos en una relación de carácter abusiva generada entre personas 

vinculadas de la manera descrita en la citada norma legal, esto es, en una conformada en un contexto 

de desigualdad y que le permite a una imponerse a la otra. Además, que si se trata de violencia 

psicológica es necesario que en la víctima genere quebranto o perturbación en el ámbito emocional, un 

detrimento a la estructura de su personalidad, promoviendo, en definitiva, una disminución de valor en 

la dignidad de la persona afectada, precisamente, por haberse configurado un hecho en las 

condiciones indicadas; 

4° Que, entonces, como no se tuvo por acreditado que el recurrente sufrió daño psíquico a raíz de los 

actos desplegados por su cónyuge -hecho inamovible dado que no se denunció la conculcación de lo 

que dispone el artículo 32 de la Ley N° 19.968-, que, con todo, sólo revelan la intención de aquella de 

lastimarlo en su esfera emocional por el quiebre de la relación conyugal, por lo mismo, no dan cuenta 

de una actitud de dominación, de opresión ejercida a su respecto, se debe inferir que los jueces del 

fondo al desestimar la denuncia formulada por vía principal no se vulneró lo que previene el artículo 5 

de la Ley N° 20.066; 
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5° Que, en segundo lugar, se acusa la vulneración de lo prescrito en el artículo 32 de la Ley N° 19.968 

porque se estimaron acreditados los actos que describe la denuncia reconvencional de violencia 

intrafamiliar, que fueron calificados de violencia de género, acogiéndosela. 

 
Al respecto, en forma previa, resulta útil tener presente que la Declaración sobre la eliminación de la 

violencia contra la mujer de la Asamblea General de Naciones Unidas, de 20 de diciembre de 1993, 

entiende por "violencia contra la mujer" todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo 

femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico, así 

como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se 

producen en la vida pública como en la privada; que la Convención sobre la eliminación de todas las 

formas de discriminación contra la mujer, adoptada por la misma asamblea el 18 de diciembre de 1979, 

señala que la expresión "discriminación contra la mujer" denota toda distinción, exclusión o restricción 

basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 

ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y 

la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, 

social, cultural y civil o en cualquier otra, e insta a los Estados Partes a tomar todas las medidas 

apropiadas para, en lo que interesa, modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y 

mujeres con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de 

cualquier otra índole basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o 

en funciones estereotipadas de hombres y mujeres; y que la Convención interamericana para prevenir, 

sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, también denominada "Convención de Belem do 

Pará", de 9 de junio de 1994, entiende por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, 

basada en su género, que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el 

ámbito público como en el privado. 

 
Asimismo, que la doctrina define la violencia de género como una agresión directa a la dignidad de la 

mujer, a la que se golpea –en su sentido más amplio– por el mero hecho de ser mujer, y encarna un 

sentimiento, una actitud de dominación de exhibición de poder sobre ella, como si fuera una mera 

posesión, una “cosa” de su propiedad; y configura un ataque a los derechos humanos que garantizan 
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la existencia misma de las democracias, presupuesto del Estado de Derecho, que se ve minado por la 

presencia de un tipo de violencia irracional y desmedida que destruye lo más sagrado de la persona, su 

dignidad. (Martín Sánchez, María, El género en la “violencia afectiva”: clave para un examen de 

constitucionalidad, En: Estudios Constitucionales, Santiago, Chile, Año 13, N° 1, 2015, p.204). Del 

mismo modo, se entiende como tal el ejercicio de la violencia que refleja la asimetría existente en las 

relaciones de poder entre varones y mujeres, y que perpetúa la subordinación y desvalorización de lo 

femenino frente a lo masculino, y que se caracteriza por responder al patriarcado como sistema 

simbólico que determina un conjunto de prácticas cotidianas concretas, que niegan los derechos de las 

mujeres y reproducen el desequilibrio y la inequidad existentes entre los sexos. La diferencia entre este 

tipo de violencia y otras formas de agresión y coerción estriba en que, en este caso, el factor de riesgo 

o de vulnerabilidad es el solo hecho de ser mujer. (Rico, Nieves, Violencia de género: Un problema de 

Derechos Humanos, Serie Mujer y Desarrollo, Naciones Unidas, Cepal, julio, 1996, p. 8. 

https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/5855/S9600674_es.pdf?sequence=1&isAllowed=y) 

6° Que, como esta Corte lo ha señalado de manera reiterada, para que prospere un recurso en que se 

acusa la infracción de lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley N° 19.968, que, de ser efectivo, autoriza 

alterar los presupuestos fácticos que se tuvieron por acreditados en la sentencia impugnada, es 

menester que se indique cuál de los elementos que componen el sistema de valoración de la prueba 

de la sana crítica fue vulnerado, esto es, si fue el de la lógica con sus principios de identidad, de 

contradicción, de razón suficiente y de tercero excluido; el de las máximas de experiencia o “reglas de 

la vida”; o el de los conocimientos científicamente afianzados. Sin embargo, como del análisis del relato 

del libelo que se examina se advierte que sólo se refuta la ponderación que se hizo de la prueba que 

fue aportada por los litigantes en la etapa procesal pertinente, discrepándose de dicho proceso racional 

por no estar de acuerdo con la conclusión a la que se arribó, lo que escapa al control que debe 

efectuarse en sede de casación, ya que se trata de una facultad privativa de los jueces del fondo, unido 

a la circunstancia que se encuentran correctamente calificados, se ha de concluir que el capítulo en 

examen tampoco puede prosperar; lo que conduce, necesariamente al rechazo del recurso. 

 
Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo que disponen los artículos 764 y 

siguientes del Código de Procedimiento Civil, se desestima el recurso de casación en el fondo 
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deducido en contra de la sentencia de catorce de diciembre último dictada por una sala de la Corte de 

Apelaciones de Iquique. 

 
Regístrese y devuélvanse. 

 

 
Redactó la ministra Gloria Ana Chevesich R. 

 

 
Rol N° 769-18 

Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señor Hugo Dolmestch 

U., señoras Gloria Ana Chevesich R., Andrea Muñoz S., señor Carlos Cerda F., y el abogado 

integrante señor Iñigo De la Maza G. No firman los ministros señora Muñoz y señor Cerda, no obstante 

haber concurrido a la vista y al acuerdo de la causa, por estar con feriado legal la primera y por haber 

cesado de sus funciones el segundo. Santiago, veinticuatro de julio de dos mil dieciocho. 
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